Resolución Nº 1159-2007/TC-S3

Sumilla:  
Sancionar a la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales, con siete (7) meses de inhabilitación temporal para participar en procesos de selección y contratar con el Estado, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil siguiente de notificada la presente resolución.
Lima, 20 de agosto de 2007
Visto, en sesión de fecha 18.07.2007 de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado el Expediente N.º 379/2007.TC sobre la aplicación de sanción iniciado a la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales por su supuesta responsabilidad en la presentación de documentos falsos o información inexacta durante su trámite de Renovación de Inscripción como Ejecutor de Obras seguido ante el Registro Nacional de Proveedores; y atendiendo a los siguientes:   


ANTECEDENTES

1. El 15 de julio de 2005, la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales, en lo sucesivo el Proveedor, solicitó su renovación de inscripción como ejecutor de obras en el Registro Nacional de Proveedores ante la Gerencia del Registro Nacional de Proveedores, en adelante la Entidad. 


En dicha ocasión, el Proveedor presentó la Declaración Jurada de Licencia de Funcionamiento Vigente del 07 de julio de 2005, en la que manifestó que contaba con dicha autorización para el funcionamiento del inmueble ubicado en la Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado - Arequipa. 
2. Mediante Resolución de Gerencia N.° 1339-2005-CONSUCODE/GR del 09 de agosto de 2005, la Entidad aprobó la renovación de la inscripción del Proveedor, otorgándole una capacidad máxima de contratación de veinticinco millones seiscientos mil Nuevos Soles (S/. 25´600, 000.00) y expidiendo a su favor el Certificado de Inscripción N.º 815 de fecha 11 de agosto de 2005.

3. Con Oficio N.° 349-2006-CONSUCODE/GR del 06 de abril de 2006, la Entidad solicitó a la Municipalidad Provincial de Arequipa que informe si el Proveedor tuvo Licencia Municipal de Funcionamiento vigente al 15 de julio de 2005.

4. El 03 de agosto de 2006, a través del Oficio N.° 318-2006-MPA/SG, la citada Municipalidad comunica que, de la revisión y búsqueda en su sistema informático, no se encontró registro alguno a nombre de la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales.

5. Mediante Resolución de Presidecia N.° 516-2006-CONSUCODE/PRE, notificada el 24 de noviembre de 2006, se dispuso el inicio de las acciones legales vía proceso contenciosos administrativo, a fin que en sede judicial se declare la nulidad de la Resolución de Gerencia N.° 1339-2005-CONSUCODE/GR, que aprobó la Renovación de Inscripción como ejecutor de obras en el Registro Nacional de Proveedores. Asimismo, se dispuso poner en conocimiento del Ministerio Público la presunta comisión del delito contra la función jurisdiccional (falsa declaración en procedimiento administrativo) en agravio del CONSUCODE por parte del Representante Legal de la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales.

6. Con fecha 19 de diciembre de 2006 el Proveedor interpuso recurso de Reconsideración contra la Resolución de Presidencia N.° 516-2006-CONSUCODE/PRE.

7. El 01 de febrero de 2007, a través de Resolución de Presidencia N.º 050-2007-CONSUCODE/PRE se declaró infundado el recurso interpuesto el Proveedor.

8. Mediante Memorando N.° 186/2007/GRNP del 28 de febrero de 2007, la Entidad solicitó al Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado que imponga sanción administrativa al Proveedor por haber presentado, durante su trámite de Renovación de Inscripción como Ejecutor de Obras seguido ante el Registro Nacional de Proveedores, una Declaración Jurada en la que afirmó contar con Licencia de Funcionamiento vigente para el domicilio sito en Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado de Arequipa, información que sería aparentemente inexacta.

9. El 12 de marzo de 2007, el Tribunal inició procedimiento administrativo sancionador contra el Proveedor por su supuesta responsabilidad en la comisión de la infracción tipificada en el numeral 10) del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, en lo sucesivo el Reglamento, modificado por Decreto Supremo N.º 148-2006-EF, y lo emplazó para que formule sus descargos.

10. El 13 de abril de 2007, el Proveedor presentó sus descargos, manifestando lo siguiente:

i) Se ha interpuesto demanda contenciosa administrativa contra las Resoluciones N.º 050-2007-CONSUCODE/PRE y N.º 516-2006-CONSUCODE/PRE, por lo que, conforme a lo establecido en el numeral 2) del artículo 301 del Reglamento, solicita la suspensión del presente procedimiento administrativo.

ii) A efecto de acreditar que la empresa contaba con organización suficiente, durante el  Trámite de Renovación de Inscripción como Ejecutor de Obras seguido ante el Registro Nacional de Proveedores, se presentó una Declaración Jurada de Licencia de Funcionamiento Vigente donde se consignó por error el domicilio ubicado en la Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado – Arequipa (domicilio tributario).

iii) La empresa si cuenta con Licencia de funcionamiento vigente otorgada para el establecimiento ubicado en la Calle República de Chile N.º 220, Urbanización La Negrita – Arequipa, en consecuencia cuenta también organización suficiente, por lo que no se habría configurado la tipicidad de los  hechos imputados.

11. Habiendo cumplido el Proveedor con presentar los descargos respectivos, con decreto de fecha 18 de abril de 2007, se dispuso remitir el expediente a la Tercera Sala del Tribunal reconformada mediante Resolución N.° 279-2007-CONSUCODE/PRE de fecha 21 de mayo de 2007, para que resuelva.

FUNDAMENTOS

1. El presente caso está referido a la imputación formulada contra la empresa  Marquisa S.A.C. Contratista Generales por supuesta responsabilidad en la presentación de documentos falsos y/o declaración jurada durante su trámite de inscripción como ejecutor de obras ante la Gerencia del Registro Nacional de Proveedores, infracción tipificada en el numeral 10) del artículo 294 del Reglamento
 de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.° 084-2004-PCM, en lo sucesivo el Reglamento, norma vigente al suscitarse los hechos.
2. Al respecto, la causal antes invocada establece que los postores, proveedores y/o contratistas incurrirán en infracción susceptible de sanción cuando presenten documentos falsos o declaraciones juradas con información inexacta en los procedimientos seguidos ante el Registro Nacional de Proveedores. Dicha infracción se configura con la sola presentación del documento falso o inexacto, sin que la norma exija otros factores adicionales. 

3. Para la configuración de los supuestos de hecho que contiene la infracción imputada  al Proveedor se requiere previamente acreditar la falsedad del documento cuestionado, bien que éste no haya sido expedido por el órgano emisor correspondiente o bien que, siendo válidamente expedido, haya sido adulterado en su contenido. Por otro lado, la infracción referida a información inexacta se configura con la presentación de manifestaciones no concordantes con la realidad; es decir, cuando se produzca un falseamiento de ésta, a través del quebrantamiento de los principios de moralidad y presunción de veracidad que amparan a las referidas declaraciones, de conformidad con lo establecido en el inciso 1) del artículo 3 del citado Reglamento, en concordancia con lo dispuesto en el numeral 1.7 del Artículo IV del Título Preliminar y el numeral 42.1 del artículo 42 de la Ley N.° 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General.


En el caso materia de análisis, la imputación contra el Proveedor está referida a la presentación ante el Registro Nacional de Proveedores de una Declaración Jurada de Licencia de Funcionamiento Vigente del 07 de julio de 2005, en la que manifestó que contaba con dicha autorización para el funcionamiento del inmueble ubicado en la Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado - Arequipa

4. Al respecto, la Entidad ha indicado que en función al principio de controles posteriores
 solicitó a la Municipalidad Provincial de Arequipa se pronuncie respecto de la veracidad de la información contenida en la Declaración Jurada antes mencionada, a lo cual con Oficio N.º 318-2006-MPA/SG
 del  03 de agosto de 2006 dicha Municipalidad respondió que, luego de la revisión y búsqueda en su sistema informático, se ha podido determinar que no se ha otorgado ninguna licencia de funcionamiento a la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales.

5. En virtud al derecho de defensa que ampara al administrado, el Proveedor presentó sus descargos respectivos, en los cuales indicó que al momento de completar el formulario del CONSUCODE incurrió en un error al consignar la dirección autorizada por la Municipalidad Provincial de Arequipa para el funcionamiento de la empresa, toda vez que consignó el domicilio ubicado en Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado - Arequipa, cuando el domicilio autorizado por la referida Municipalidad se encuentra ubicado en la Calle República de Chile N.º 220, Urbanización La Negrita – Arequipa. 


Asimismo, manifestó que no ha tenido la intención de inducir a error a la Entidad al momento de evaluar su inscripción, pues uno de sus domicilios si cuenta con la autorización municipal exigida por Ley.

6. Respecto al punto antes mencionado, debe señalarse que en el documento cuestionado, es decir la declaración jurada del 07 de julio de 2005, se señaló de manera precisa que la dirección consignada: Calle Santo Domingo 306 A Oficina 302, Cercado,  Provincia y Departamento de Arequipa, cuenta con la licencia municipal de funcionamiento vigente, situación que fue expresamente desconocida por la referida Municipalidad, indicando que no había emitido licencia alguna a favor del Proveedor.
Sobre el particular, se considera que el argumento señalado por el Postor en sus descargos, no lo exonera de responsabilidad, pues si bien es cierto, cuenta con un domicilio legal que posee la debida licencia de funcionamiento, esta dirección no fue la consignada en la Declaración Jurada en cuestionamiento.
7. De otro lado, debemos  tener en cuenta que los argumentos esgrimidos por el Proveedor no cuestionan lo señalado por la Municipalidad Provincial de Arequipa respecto a que no ha encontrado registro alguno que evidencie que se ha emitido Licencia de Funcionamiento alguna a su nombre, por el contrario, reconoce que existió error material respecto de la Dirección consignada en la Declaración Jurada que presentó en el Trámite de Renovación de Inscripción como ejecutor de obras. Es más, en dicho documento declaró que tenía pleno conocimiento que en caso de demostrarse que la información que proporcionaba no era veraz o si los documentos presentados no eran auténticos, conocía las sanciones aplicables, aceptaba que se invalide el referido trámite y facultaba a al Entidad a iniciar las acciones legales a que hubiere lugar, asumiendo la total responsabilidad por dichos actos.
8. Debemos resaltar, finalmente, que ha sido el mismo Órgano emisor de la referida Licencia de Funcionamiento el que ha negado expresamente haber emitido alguna a nombre del Postor, corroborando la inexactitud de la Declaración Jurada Presentada ante el Registro Nacional de Proveedores, lo cual es prueba suficiente para sostener la responsabilidad del Postor
.
9. Por las consideraciones expuestas, siendo que la dirección señalada en la mencionada Declaración Jurada de Licencia de Funcionamiento Vigente del 07 de julio de 2005 no contaba con la licencia exigida, y que la causal invocada se configura de manera objetiva con la simple presentación del documento con información inexacta, situación que ha quedado demostrada de la evaluación de los actuados, se colige que el Postor ha incurrido en la causal de infracción tipificada en el numeral 10) del artículo 294 del Reglamento, consecuentemente, existe mérito suficiente para imponerle la correspondiente sanción administrativa.

10. De otro lado, corresponde determinar si es pertinente acceder a lo solicitado por el Proveedor respecto a la suspensión del presente procedimiento administrativo, según lo dispuesto en el numeral 2) del artículo 301º del Reglamento
.

Sobre el particular, el Proveedor manifestó que interpuso demanda contencioso administrativa contra lo dispuesto por el Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado en las Resoluciones N.º 516-2006-CONSUCODE/PRE y N.º 050-2007-CONSUCODE/PRE, de fechas 17 de noviembre de 2006 y 01 de febrero de 2007, respectivamente, por lo que, a fin de evitar pronunciamientos disímiles o contradictorios solicita se suspenda el presente procedimiento.

11. Al respecto, debemos señalar en primer lugar que, tal como se indicó en párrafos anteriores, en el caso materia de autos lo que se buscaba establecer era si la manifestación realizada por el Proveedor en la Declaración Jurada de fecha 07 de julio de 2005 era concordante con la realidad, lo cual  ya ha sido esclarecido por este Tribunal. De otro lado, lo que el Proveedor pretende demostrar en sede judicial es que las disposiciones impuestas por la Entidad, como consecuencia de la presentación de una Declaración Jurada con información inexacta durante el trámite de renovación de inscripción como ejecutor de obras, no fueron aplicadas de acuerdo a los criterios de razonabilidad y proporcionalidad, toda vez que su representada no tuvo la intención de generar un perjuicio a la Entidad sino que simplemente incurrió en un error material. 

12. Consecuentemente, la materia sobre la cual versa el presente procedimiento administrativo sancionador es diferente a la que se ventila en la demanda contencioso administrativa interpuesta por el Proveedor ante el Poder Judicial, ya que, en el primero se busca determinar la veracidad de lo manifestado por el Proveedor en la Declaración Jurada de fecha 07 de julio de 2005, mientras que en el segundo se busca dejar sin efecto lo dispuesto por las Resoluciones N.º 516-2006-CONSUCODE/PRE y N.º 050-2007-CONSUCODE/PRE, por lo que no corresponde suspender el presente procedimiento administrativo. 

13. Finalmente, en relación a la graduación de la sanción imponible, el artículo 294 del Reglamento establece que los postores que presenten documentos falsos o inexactos serán sancionados con inhabilitación temporal para contratar con el Estado por un periodo no menor de tres (3) meses ni mayor de un (1) año. Asimismo, el artículo 302 del Reglamento, señala  que el Tribunal podrá disminuir la sanción hasta límites inferiores al mínimo fijado, cuando considere que existen circunstancias atenuantes de la responsabilidad del  infractor, para  lo cual establece como criterios a tomar en cuenta, entre otros, a la naturaleza de la infracción, la intencionalidad del infractor, las circunstancias de tiempo, lugar y modo, y la conducta procesal del infractor. 

Por su lado, el principio de razonabilidad
 previsto en el numeral 3 del artículo 230 de la Ley N.º 27444 aconseja que las sanciones no deben ser desproporcionadas y que deben guardar atención con la conducta a reprimir, atendiendo a la necesidad de que las empresas no deban verse privadas de su derecho de proveer al Estado más allá de lo estrictamente necesario para satisfacer los fines de la sanción, criterios que serán tomados en cuenta al momento de fijar la sanción a imponerse al Postor.

A su vez, debemos tomar en cuenta al momento de determinar la sanción a imponerse, que la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales ha reconocido ante este Tribunal que incurrió en un error material al momento de completar la Declaración Jurada de fecha 07 de julio de 2005 y que la misma carece de antecedentes en la comisión de infracciones administrativas, criterios especialmente relevantes a efectos de atenuar la sanción a imponerse en casos como éste.

Por estos fundamentos, de conformidad con el informe del vocal ponente Dr. Juan Carlos Valdivia Huaringa y la intervención de los vocales Dra. Janette Elke Ramírez Maynetto y Dr. Carlos Navas Rondón, atendiendo a la reconformación de la Tercera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, según lo dispuesto en la Resolución N.º 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007 y, en ejercicio de las facultades conferidas en los artículos 53, 59 y 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 054-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el debate correspondiente, por unanimidad; 

LA SALA RESUELVE: 

1. SANCIONAR a la empresa Marquisa S.A.C. Contratista Generales, con siete (7) meses de inhabilitación temporal para participar en procesos de selección y contratar con el Estado, sanción que entrará en vigencia a partir del cuarto día hábil siguiente de notificada la presente resolución.

2. Poner en conocimiento de la Gerencia del Registro Nacional de Proveedores de CONSUCODE la presente resolución para las anotaciones de Ley.

3. Poner en conocimiento de la Presidencia del CONSUCODE la presente resolución para que adopte las medidas legales pertinentes.

Regístrese, Comuníquese y Publíquese.

PRESIDENTE

VOCAL 







VOCAL

ss.

Valdivia Huaringa

Ramírez Maynetto 

Navas Rondón 
� 	Artículo 294.- Causales de aplicación de sanción a los proveedores, participantes, postores y contratistas


El Tribunal impondrá la sanción administrativa de inhabilitación temporal o definitiva a los proveedores, partipcnates, postores o contratistas que:


(…)


10) Presenten documentos falsos o información inexacta en los procedimientos seguidos ante el Registro Nacional de Proveedores;


(…)





� 	Documento obrante a fojas  004 del expediente administrativo


� 	Artículo IV.- Principio del Procedimiento Administrativo 


1.- El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin perjuicio de la vigencia de otros principios generales del derecho administrativo:


(…)


1.16.- Principio de privilegio de controles posteriores.- La tramitación de los procedimientos administrativos se sustentará en la aplicación de la fiscalización posterior, reservándose la autoridad administrativa, el derecho de comprobar la veracidad de la información presentada, el cumplimiento de la normatividad sustantiva y aplicar las sanciones pertinentes en caso que la información presentada no sea veraz.


(…)


� 	Documento obrante a fojas  006 del expediente administrativo





� 	Para determinar la falsedad de un documento, constituye mérito suficiente la manifestación efectuada por el propio organismo emisor, a través de una comunicación oficial, en la que acredite que el documento cuestionado no ha sido expedido por éste, criterio que ha sido recogido por el Tribunal en la Resolución N.º 934/2006.TC-SU y Resolución N.º 938/2006.TC-SU de 08 de noviembre de 2006.


� 	Artículo 301.- Suspensión del plazo de prescripción


	El plazo de prescripción se suspende en los siguientes casos: 


	(…)


2) Por la tramitación de proceso judicial o arbitral que sea necesario para la determinación de la responsabilidad del proveedor, postor, contratista o experto independiente, en el respectivo procedimiento administrativo sancionador. 


	(…)


�  	“Artículo 230.- Principios de la potestad sancionadora


	(…)


	3. Razonabilidad.- Las autoridades deben prever que la comisión de la conducta sancionable no resulte más ventajosa para el infractor que cumplir las normas infringidas  o asumir la sanción; así como que la determinación de la sanción considere criterios como la existencia o no de intencionalidad, el perjuicio causado, las circunstancias de la comisión de la infracción y la repetición en la comisión de la infracción.


	(…)”.
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